
GE.24-20028  (S)    221124    261124 

Consejo de Derechos Humanos 
Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal 

48º período de sesiones 

Ginebra, 20 a 31 de enero de 2025 

  República Islámica del Irán 

  Recopilación de información preparada por la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta el resultado del examen anterior1. 

Constituye una recopilación de la información que figura en los documentos pertinentes de 

las Naciones Unidas, presentada en forma resumida debido a las restricciones relativas al 

número de palabras. 

 II. Alcance de las obligaciones internacionales y cooperación  
con los mecanismos de derechos humanos 

2. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial alentó a la República 

Islámica del Irán a que considerara la posibilidad de ratificar la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención contra 

la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención 

Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 

la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de Sus Familiares y el Convenio sobre las Trabajadoras y los Trabajadores 

Domésticos, 2011 (núm. 189), de la Organización Internacional del Trabajo2. 

3. El Comité también alentó a la República Islámica del Irán a que formulara la 

declaración facultativa prevista en el artículo 14 de la Convención Internacional sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial a fin de reconocer la competencia 

del Comité para recibir y examinar comunicaciones individuales3. 

4. El Comité de Derechos Humanos recomendó a la República Islámica del Irán que 

hiciera plenamente efectivo el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su 

ordenamiento jurídico y velara por que las leyes nacionales se interpretaran y aplicaran de 

conformidad con las obligaciones que le incumbían en virtud del Pacto4. 

5. El Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos en la República 

Islámica del Irán recomendó al país que colaborara y cooperara con el mandato del Relator 

Especial, entre otras cosas permitiendo que este visitara el país5. 
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 III. Marco nacional de derechos humanos 

 1. Marco constitucional y legislativo 

6. El Comité de Derechos Humanos tomó nota de la elaboración, en 2023, de un proyecto 

de ley sobre la protección de las mujeres contra la violencia y la promoción de su dignidad y 

seguridad, que preveía la tipificación como delito de la violencia ejercida contra ellas, así 

como de la aprobación, en 2020, de la Ley de Protección de los Niños y Adolescentes, que 

tipificaba como delito todo tipo de maltrato infantil6. La misión internacional independiente 

de investigación sobre la República Islámica del Irán señaló que en el proyecto de ley sobre 

la protección de las mujeres contra la violencia, que había sido revisado y al que se hacía 

referencia como proyecto de ley sobre la prevención de daños contra las mujeres y sobre el 

aumento de la seguridad de las mujeres frente a los malos tratos, no se definía claramente la 

violencia doméstica. El acoso, la humillación y la violación conyugal no estaban 

contemplados en el proyecto de ley, y el daño físico se presentaba como la única 

manifestación de maltrato en el hogar7. 

 2. Infraestructura institucional y medidas de política 

7. El Comité de Derechos Humanos expresó su preocupación por la falta de progresos 

sustanciales en el establecimiento de una institución nacional de derechos humanos de 

conformidad con los principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de 

promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París) desde que el Gobierno 

había decidido, hacía más de dos decenios, establecer una institución de este tipo8. 

8. El mismo Comité recomendó a la República Islámica del Irán que velara por la 

independencia, transparencia y rendición de cuentas de sus instituciones de lucha contra la 

corrupción, y garantizara que todos los casos de corrupción se investigaran de forma 

independiente e imparcial y que los autores, incluidos los funcionarios públicos de alto nivel, 

comparecieran ante la justicia y fueran debidamente castigados si eran declarados culpables9. 

 IV. Promoción y protección de los derechos humanos 

 A. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia  

de derechos humanos, teniendo en cuenta el derecho  

internacional humanitario aplicable 

 1. Igualdad y no discriminación 

9. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial expresó su preocupación 

por que en el marco legislativo nacional no se definiera de forma explícita la discriminación 

racial por todos los motivos enumerados en la Convención Internacional sobre la Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación Racial, y por que no se prohibieran expresamente las 

formas interseccionales de discriminación ni la discriminación racial estructural, directa e 

indirecta en las esferas pública y privada10. El Comité de Derechos Humanos recomendó 

garantizar que el marco jurídico otorgara protección plena y efectiva frente a la 

discriminación en todas las esferas y estableciera una lista amplia de motivos de 

discriminación prohibidos, de conformidad con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, incluidas la orientación sexual y la identidad de género; y velar por que no se 

tolerara ninguna discriminación o violencia de ese tipo y por que se atajaran y erradicaran 

debidamente esas conductas11. 

10. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial recomendó a la República 

Islámica del Irán que dispusiera recursos y mecanismos de reparación seguros para las 

víctimas de discriminación racial, que facilitara la presentación de denuncias de 

discriminación racial, y que velara por que hubiera canales de denuncia accesibles y 

disponibles para las víctimas. Además, le recomendó que llevara a cabo programas de 

formación dirigidos a los agentes de policía, los fiscales y otros funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley sobre la detección y el registro de incidentes de discriminación racial12. 
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 2. Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser  

sometido a tortura 

11. El Comité de Derechos Humanos expresó profunda preocupación por el elevado 

número de ejecuciones, en particular su considerable aumento desde 2021; por el gran 

número de delitos para los que se preveía la pena de muerte pero que no se ajustaban a la 

definición de “los más graves delitos”, incluidos los de las categorías hudud (como los delitos 

contra el Estado y la religión), qisas (incluido el homicidio involuntario) y tazir (como los 

delitos relacionados con las drogas); y por la aplicación desproporcionada de la pena de 

muerte a miembros de minorías. Asimismo, expresó su preocupación por el hecho de que se 

siguiera ejecutando a menores, incluidos tres en 202213. El Secretario General señaló que se 

calculaba que en 2022 se había ejecutado a 582 personas, lo que suponía un aumento del 75 % 

en comparación con 2021, año en el que se había informado de la ejecución de 333 personas. 

Entre los ejecutados en 2022 había tres niños. Del total de ejecuciones, 256 (el 44 %) habían 

sido por delitos relacionados con las drogas, lo que representaba un aumento del 6 % de las 

ejecuciones por este tipo de delitos con respecto al año anterior14. 

12. El Comité de Derechos Humanos expresó su profunda preocupación por las denuncias 

de ejecuciones —más de una docena en 2022— por delitos relacionados con acusaciones de 

moharebeh (actos antisociales de violencia) y fasad-fil-arz (subversión del orden mediante 

la violencia), y por el aumento del número de ejecuciones por delitos relacionados con 

drogas, a pesar de la modificación introducida en 2017 en la Ley de Lucha contra las 

Drogas15. 

13. El mismo Comité expresó su preocupación por la muerte de Mahsa (Jina) Amini, 

quien, según informaciones fidedignas, fue golpeada mientras se encontraba bajo la custodia 

de la policía de la moral. El Comité también señaló que le preocupaban las informaciones 

fidedignas según las cuales, durante las protestas, en su mayoría pacíficas, que se habían 

organizado tras la muerte de la Sra. Amini en septiembre de 2022, las fuerzas de seguridad 

habían hecho un uso intencionado y desproporcionado de la fuerza letal, que al parecer había 

causado la muerte de más de 550 manifestantes, entre ellos al menos 68 niños. Además, 

indicó estar preocupado por la aparente falta de investigaciones independientes, imparciales 

y transparentes sobre las muertes y lesiones debidas al uso excesivo y letal de la fuerza y de 

armas de fuego por parte de los agentes del orden, por la falta de enjuiciamiento y castigo de 

los autores, y por la falta de recursos para las víctimas, lo cual generaba un clima de 

impunidad de facto16. La misión internacional independiente de investigación sobre la 

República Islámica del Irán señaló que existían datos fidedignos que apuntaban a que, hasta 

enero de 2024, los tribunales habían condenado a muerte al menos a 28 personas en relación 

con las protestas. De esas 28 personas, 9 varones jóvenes habían sido ejecutados en diciembre 

de 2022, enero, mayo, noviembre y diciembre de 2023 y enero de 2024, mientras que, según 

se informó, al menos otros 6 hombres seguían condenados a muerte, y algunos corrían el 

riesgo de ser ejecutados de forma inminente17. El Secretario General alentó al Gobierno a que 

pusiera fin de manera inmediata a todas las ejecuciones, incluidas las de los condenados a 

muerte en el contexto de protestas y por delitos relacionados con las drogas, y se abstuviera 

de seguir aplicando la pena de muerte; y a que derogara la pena de muerte, introdujera una 

moratoria inmediata sobre su uso, prohibiera la ejecución de jóvenes infractores en toda 

circunstancia y conmutara sus condenas18. 

14. El Secretario General se mostró alarmado por la magnitud de las detenciones y 

reclusiones que se habían registrado desde el inicio de las protestas tras la muerte de la 

Sra. Amini, y señaló que, entre el 17 de septiembre de 2022 y el 8 de febrero de 2023, se 

estimaba que 20.000 personas habían sido detenidas y recluidas por apoyar las protestas o 

participar en ellas19. El Comité de Derechos Humanos señaló que seguía preocupado por las 

denuncias de privación de libertad sin juicio previo durante períodos prolongados, de 

reclusión en régimen de incomunicación en centros de privación de libertad no reconocidos 

y de falta de acceso a abogados y de comunicación con las familias, en particular en los casos 

en que las personas privadas de libertad eran periodistas, defensores de los derechos 

humanos, abogados, miembros de grupos minoritarios, disidentes o manifestantes20. El 

Secretario General señaló que decenas de defensores de los derechos humanos seguían 

recluidos mientras las autoridades continuaban acosando, deteniendo y enjuiciando a quienes 

pedían rendición de cuentas y justicia. Centenares de defensores de los derechos humanos 
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habían sido detenidos, citados ante las autoridades e interrogados en relación con las 

protestas21. La misión internacional independiente de investigación sobre la República 

Islámica del Irán instó a las autoridades iraníes a poner en libertad de inmediato y sin 

condiciones a todas las personas detenidas y recluidas arbitrariamente en el contexto de las 

protestas o por incumplir la obligatoriedad del hiyab o manifestar su oposición a esta; a cesar 

el acoso judicial a manifestantes, víctimas y familiares; a derogar o modificar las leyes que 

discriminaban a mujeres y niñas, así como a hombres y niños, en particular las relativas a la 

obligatoriedad del hiyab; y a disolver el sistema persecutorio dedicado a la aplicación de esta 

norma22. 

15. El Comité de Derechos Humanos manifestó su preocupación por las informaciones 

fidedignas sobre la reclusión arbitraria de extranjeros y de personas con doble nacionalidad 

por acusaciones de delitos relacionados con la seguridad nacional, y sobre el riesgo de 

ejecución inminente que corrían algunas de esas personas, así como sobre la detención de 

tres ciudadanos extranjeros en 2022 por acusaciones de delitos relacionados con la seguridad 

nacional fundamentadas, al parecer, en hechos no relacionados con la seguridad nacional23. 

El Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos en la República Islámica del 

Irán recomendó al país que velara por que los defensores de los derechos humanos, incluidas 

las defensoras de los derechos humanos, los abogados, los periodistas y los ciudadanos 

extranjeros o con doble nacionalidad, así como sus familias, no fueran víctimas de amenazas 

ni de intimidación, acoso, detención arbitraria, privación de libertad o del derecho a la vida, 

u otras sanciones arbitrarias, y que liberara a todos los detenidos. El Secretario General 

formuló una recomendación similar24. 

16. El Comité de Derechos Humanos indicó que le preocupaba el deterioro de las 

condiciones en las prisiones y en otros lugares de reclusión oficiales y no oficiales, en 

particular la insalubridad, el hacinamiento, la mala calidad de los alimentos y el agua, la 

denegación de atención médica a las personas privadas de libertad y la exposición de estas a 

tortura y malos tratos, como castigos corporales y reclusiones prolongadas en régimen de 

aislamiento, y el Secretario General expresó preocupaciones similares25. 

17. El Comité de Derechos Humanos reiteró su preocupación por las continuas 

informaciones fidedignas sobre la práctica generalizada y sistémica de la tortura y el maltrato 

de las personas privadas de libertad por los agentes del orden y los miembros del Cuerpo de 

Guardianes de la Revolución Islámica en los establecimientos de privación de libertad 

oficiales y no oficiales. El Comité también expresó su preocupación por las denuncias sobre 

torturas y malos tratos infligidos para obtener confesiones durante las investigaciones, y por 

el hecho de que esas confesiones se presentaran posteriormente como pruebas ante los 

tribunales, también en casos de delitos punibles con la pena de muerte26. 

 3. Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad,  

y estado de derecho 

18. El Comité de Derechos Humanos se mostró preocupado por que, con arreglo a la 

Constitución, el Líder Supremo, máxima autoridad política del país, nombrara directamente 

a la máxima autoridad del poder judicial por un período de cinco años, y por que, a su vez, 

la máxima autoridad del poder judicial nombrara directamente, entre otros, a la máxima 

autoridad del Tribunal Supremo, al Fiscal General y a la máxima autoridad del Servicio de 

Inspección General. También manifestó su preocupación por el hecho de que el proceso de 

investigación de antecedentes para la contratación de jueces permitiera al poder judicial 

excluir a cualquier persona que no se adhiriera a las ideologías políticas y religiosas avaladas 

por el Estado y que se excluyera a las mujeres de determinados puestos del poder judicial27. 

El Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos en la República Islámica del 

Irán recomendó al país que emprendiera reformas para garantizar la plena independencia del 

poder judicial, entre otras formas mediante la disolución de los tribunales revolucionarios, 

así como para velar por la transparencia en los nombramientos judiciales28. 

19. El Comité de Derechos Humanos expresó su preocupación por la ausencia de las 

garantías de un juicio imparcial en los casos de pena de muerte, en particular en lo que se 

refería a los siguientes aspectos: el uso de confesiones obtenidas mediante coacción, los 

procedimientos a puerta cerrada sustanciados ante los tribunales revolucionarios, el criterio 

de prueba poco estricto para la imposición de una pena (qasameh, juramento colectivo de los 
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perjudicados) y las restricciones para que los abogados se reunieran con sus clientes o 

tuvieran acceso a los expedientes de las causas29. El Secretario General instó al Gobierno a 

que velara por el pleno respeto de los derechos a las debidas garantías procesales y un juicio 

imparcial de conformidad con las normas internacionales, entre otros medios asegurando que 

todos los acusados, incluidos los acusados de delitos contra la seguridad nacional, tuvieran 

acceso a un abogado de su elección durante la fase de investigación preliminar y en todas las 

etapas posteriores de las actuaciones judiciales30. 

20. La misión internacional independiente de investigación sobre la República Islámica 

del Irán señaló que los abogados defensores que habían representado a personas acusadas en 

casos relacionados con las protestas o que habían expresado públicamente su solidaridad con 

los manifestantes habían sido objeto de represalias como, por ejemplo, intimidación mediante 

citaciones e interrogatorios por parte de organismos de inteligencia, amenazas y suspensión 

efectiva del ejercicio de la abogacía, detenciones y encarcelamientos, torturas y otros malos 

tratos, así como persecución penal31. Indicó además que las autoridades habían sometido a 

los colegios de abogados a una presión cada vez mayor, exigiendo que se tomaran medidas 

disciplinarias contra numerosos abogados, y que los tribunales revolucionarios y penales 

habían prohibido a algunos abogados ejercer su profesión. Las autoridades también habían 

aprobado legislación para erosionar aún más la independencia de los colegios de abogados, 

mediante la injerencia de la administración y el poder judicial en asuntos como la expedición 

de licencias para ejercer y la supervisión de la conducta de los abogados32. 

21. El Secretario General siguió mostrándose preocupado por la falta de medidas de 

prevención y protección para proteger a las escuelas y a los estudiantes, habida cuenta en 

particular de la gran escala de las presuntas intoxicaciones en escuelas en mayo de 2023, las 

cuales, al parecer, habían afectado a más de 1.000 estudiantes, mayoritariamente niñas33. El 

Comité de Derechos Humanos recomendó a la República Islámica del Irán que llevara a cabo 

una investigación completa, imparcial e independiente sobre todas las informaciones creíbles 

de homicidios, torturas y otras violaciones de los derechos humanos que se habían producido 

en el curso y después de las protestas de noviembre de 2019 y septiembre de 2022; sobre el 

derribo del vuelo PS752 de Ukraine Airlines; sobre el envenenamiento de estudiantes entre 

noviembre de 2022 y abril de 2023; y sobre las informaciones creíbles de represalias contra 

víctimas de violaciones de los derechos humanos y sus familiares34. 

22. La misión internacional independiente de investigación sobre la República Islámica 

del Irán determinó que las autoridades no habían investigado las denuncias de violaciones de 

derechos humanos, ni enjuiciado o castigado a los responsables, y que habían obstruido 

deliberada y sistemáticamente cualquier esfuerzo de las víctimas y sus familias por obtener 

reparación y establecer la verdad35. También señaló que las víctimas se habían visto 

sometidas a un sistema judicial carente de independencia, transparencia y rendición de 

cuentas. Jueces, fiscales, agentes de inteligencia y abogados defensores de la lista aprobada 

por el Presidente del poder judicial habían trabajado al unísono para negar y ocultar las 

violaciones, para proteger a los autores y para castigar y silenciar a quienes exigían que se 

rindieran cuentas36. La misión instó a las autoridades iraníes a que proporcionaran justicia, 

verdad y reparación a las víctimas de violaciones de los derechos humanos en relación con 

las protestas que habían comenzado el 16 de septiembre de 2022, así como a los 

supervivientes y sus familias, de acuerdo con las normas internacionales de derechos 

humanos37. 

 4. Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

23. El Comité de Derechos Humanos expresó su preocupación por la imposición de 

prohibiciones arbitrarias de viajar a abogados, periodistas, defensores de los derechos 

humanos y disidentes y a sus familiares, así como por las restricciones discriminatorias que 

afectaban a la libertad de circulación de las mujeres y las niñas, a las que se prohibía el acceso 

a determinados espacios públicos, como estadios de fútbol, aeropuertos, campus 

universitarios y oficinas de la administración38. 

24. El mismo Comité expresó su preocupación por la tipificación como delito de la 

blasfemia, por las modificaciones del Código Penal Islámico realizadas en 2021, que 

permitían una mayor represión de la libertad de religión y de la libertad de expresión, y por 

que la apostasía siguiera siendo punible con la pena de muerte39. El Relator Especial sobre la 
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situación de los derechos humanos en la República Islámica del Irán recomendó al país que 

pusiera fin al hostigamiento y la persecución de miembros de minorías religiosas reconocidas 

y no reconocidas y a la aplicación selectiva de medidas en su contra, se abstuviera de 

presentar contra ellas cargos relacionados con la seguridad nacional y pusiera fin a la 

criminalización de la expresión pacífica de la fe40. 

25. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial recomendó a la República 

Islámica del Irán que velara por que su legislación no se utilizara para intimidar, acosar, 

detener arbitrariamente ni enjuiciar a los miembros de los grupos étnicos y etnorreligiosos 

minoritarios por ejercer sus derechos a la libertad de opinión y de expresión, y su derecho a 

la libertad de reunión y de asociación pacíficas41. 

26. El Comité de Derechos Humanos expresó su preocupación por las disposiciones 

legales vagas y demasiado generales que podían limitar la libertad de expresión y dar lugar a 

castigos arbitrarios, como las que figuraban en el artículo 6 de la Ley de Prensa y en un nuevo 

artículo propuesto (512 bis) del Código Penal Islámico42. El Secretario General señaló que, 

desde que se habían iniciado las protestas, el respeto de los derechos a la libertad de opinión, 

expresión e información se había deteriorado de forma notable, tanto en la ley como en la 

práctica. Según la información recibida, una proporción considerable de las detenciones 

practicadas en el contexto de las protestas habían sido consecuencia del ejercicio del derecho 

a la libertad de opinión y de expresión, tanto en el entorno digital como fuera de él43. 

27. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial expresó preocupación por 

el hecho de que en el marco legislativo nacional no hubiera disposiciones que tipificaran 

expresamente los delitos de odio y el discurso de odio racista y por las denuncias de que en 

los medios impresos y en emisiones de radio y televisión de cadenas de propiedad estatal, así 

como en Internet y en los medios sociales, entre otros, proliferaban los delitos de odio, el 

discurso de odio racista y la difusión de estereotipos negativos contra los grupos étnicos y 

etnorreligiosos minoritarios y los no ciudadanos, en particular los procedentes del 

Afganistán. Indicó además que le preocupaban las denuncias de que políticos y 

personalidades públicas del ámbito nacional y provincial recurrían al discurso de odio racista, 

y la falta de información sobre investigaciones, enjuiciamientos y condenas de políticos y 

personalidades públicas por casos de discurso de odio44. La Organización de las Naciones 

Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) alentó al Gobierno a que 

despenalizara la difamación y la integrara en el Código Civil, de conformidad con las normas 

internacionales45. 

28. El Comité de Derechos Humanos indicó que le preocupaban las interrupciones de 

Internet que se habían producido durante las protestas, incluido el corte de Internet de cinco 

días que se había registrado en todo el país durante las protestas de noviembre de 2019, el 

bloqueo de las plataformas de medios sociales durante las protestas de septiembre de 2022 y 

el bloqueo persistente de medios sociales46. La misión internacional independiente de 

investigación sobre la República Islámica del Irán constató que repetidamente se cortaba el 

acceso a Internet y se bloqueaban las plataformas de medios sociales y los servicios de 

mensajería en momentos y lugares de protesta47. El Secretario General instó al Gobierno a 

que asegurara que en ningún caso se recurriera a los cortes de Internet, pues ello conllevaba 

consecuencias inaceptables para los derechos humanos48. 

29. El Comité de Derechos Humanos recomendó a la República Islámica del Irán que 

garantizara y protegiera el derecho de reunión pacífica y evitara imponer restricciones que 

fueran incompatibles con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; que velara 

por que las personas que ejercían su derecho de reunión pacífica no fueran enjuiciadas ni 

sancionadas sobre la base de acusaciones arbitrarias por ejercer sus derechos, y por que las 

personas privadas de libertad en relación con ese tipo de acusaciones fueran puestas en 

libertad de inmediato y recibieran una indemnización adecuada; y que velara también por 

que los familiares de los manifestantes pudieran ejercer su derecho de reunión pacífica, y por 

que los abogados pudieran ejercer su profesión sin represalias49. 

30. El mismo Comité indicó que seguía preocupado por los actos que servían para 

restringir la libertad de asociación, como la obstrucción de la celebración de reuniones y la 

detención arbitraria de miembros de asociaciones cívicas y sindicatos, incluidos miembros 

de la Asociación Sindical de Docentes Iraníes y del Sindicato Libre de Trabajadores Iraníes. 
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También preocupaba al Comité la denegación del registro de organizaciones de la sociedad 

civil y la exigencia de respetar los “principios del islam” para la creación de asociaciones50. 

31. El Comité de Derechos Humanos también señaló su preocupación por las violaciones 

del derecho de los miembros de minorías religiosas y étnicas, las mujeres y los disidentes 

políticos a participar en los asuntos públicos; por las restricciones impuestas a los posibles 

candidatos durante las elecciones presidenciales de 2021, ya que el Consejo de Guardianes 

solo había aprobado a 7 candidatos, al tiempo que había descalificado a 585; y por las 

restricciones de la libertad de expresión y de la capacidad de buscar, recibir y difundir 

información durante las elecciones presidenciales, incluidas las amenazas dirigidas a 

periodistas, en las que se advertía que no se tolerarían las críticas contra el entonces candidato 

y ahora Presidente51. 

 5. Derecho a la vida privada 

32. El Comité de Derechos Humanos expresó su preocupación por las denuncias de 

vigilancia y control selectivos de personas, en particular de defensores de los derechos 

humanos, periodistas y activistas, y lamentó la falta de información sobre las garantías 

jurídicas aplicadas en el régimen de vigilancia. Además, señaló que le preocupaban las 

disposiciones de la Ley de Delitos Informáticos de 2010, especialmente las que tipificaban 

como delito el cifrado de datos, y el proyecto de ley del sistema de regulación de los servicios 

en línea, también conocido como “proyecto de ley de protección del usuario”, que otorgaba 

al Gobierno y al ejército amplias facultades de control sobre la infraestructura de Internet y 

restringía los servicios de Internet y sitios web extranjeros, lo cual facilitaba la vigilancia y 

la censura52. 

 6. Derecho al matrimonio y a la vida familiar 

33. El equipo de las Naciones Unidas en el país observó que las mujeres no tenían el 

mismo derecho al divorcio que los hombres: según el Código Civil, un hombre podía 

divorciarse de su esposa cuando quisiera, mientras que una mujer solo podía hacerlo cuando 

se demostrara que el matrimonio causaba dificultades y penurias intolerables. Si los padres 

estaban divorciados o separados, la madre tenía el derecho de custodia hasta que los hijos 

cumplieran los 7 años, tras lo cual la custodia pasaba al padre53. 

 7. Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

34. El Comité de Derechos Humanos declaró que le preocupaba la prevalencia de la trata 

de personas, el trabajo infantil y la explotación sexual, así como la práctica de someter a 

mujeres y niñas a matrimonios temporales (sigeh), que, al parecer, abocaba a las mujeres y 

las niñas que vivían en la pobreza a convertirse en trabajadoras sexuales54. El Relator Especial 

sobre la situación de los derechos humanos en la República Islámica del Irán recomendó al 

país que pusiera fin al matrimonio infantil, entre otras cosas elevando a 18 años la edad 

mínima para contraer matrimonio55. 

 8. Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

35. La Relatora Especial sobre las repercusiones negativas de las medidas coercitivas 

unilaterales en el disfrute de los derechos humanos señaló que las restricciones comerciales 

y financieras impuestas habían tenido un impacto directo en el mercado laboral iraní. El 

entorno cambiante de los regímenes de sanciones se había traducido en inestabilidad e 

inseguridad en el mercado laboral y en mayores riesgos para quienes trabajaban en la 

economía informal sin acceso a la protección social56. 

 9. Derecho a la seguridad social 

36. La Relatora Especial sobre las medidas coercitivas unilaterales señaló que, en marzo 

de 2022, el Gobierno había decidido revisar los mecanismos de asignación de subvenciones 

para alimentos y medicamentos esenciales. Si bien todas las subvenciones a los productos 

básicos seguían vigentes, el Gobierno había decidido abonar directamente a los particulares 

y a las compañías de seguros los importes correspondientes a alimentos y medicinas57. 
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 10. Derecho a un nivel de vida adecuado 

37. El Secretario General señaló que existía una gran preocupación por la mala gestión 

del agua y el medio ambiente, lo cual podría afectar a la seguridad alimentaria del país. 

También declaró que una amplia gama de derechos humanos, entre ellos el derecho a una 

vivienda adecuada, a la salud, a un medio ambiente limpio, saludable y sostenible, al agua y 

a la alimentación, se veían afectados negativamente, en particular como consecuencia del 

aumento del uso de combustibles altamente contaminantes, como el mazut, dada la limitada 

accesibilidad a fuentes de energía más limpias por causa de las sanciones58. La Relatora 

Especial sobre las medidas coercitivas unilaterales señaló que la reimposición de sanciones 

en 2018 había puesto en peligro la seguridad alimentaria del país al interrumpir el suministro 

de al menos 10 millones de toneladas de importaciones agrícolas, incluido el suministro de 

insumos ganaderos, semillas oleaginosas y aceite de cocina59. 

 11. Derecho a la salud 

38. La Relatora Especial sobre las medidas coercitivas unilaterales señaló la ausencia de 

un suministro sostenible de material sanitario desde 2011 como consecuencia de las 

sanciones, al tiempo que expresó su preocupación por las considerables dificultades que 

afectaban a la adquisición y entrega de medicamentos y equipos médicos vitales, producidos 

por empresas extranjeras y destinados al tratamiento de enfermedades raras, como ciertos 

tipos de cáncer, talasemia, hemofilia, leucemia, ictiosis, esclerosis múltiple, epidermólisis 

ampollosa, autismo y ciertas formas de diabetes60. 

39. El Comité de Derechos Humanos recomendó a la República Islámica del Irán que 

modificara la Ley sobre la Población Joven y la Protección de la Familia para garantizar un 

acceso seguro, legal y efectivo al aborto cuando la salud de la mujer o la niña embarazada 

corriera peligro, o cuando llevar el embarazo a término causaría dolores o sufrimientos 

considerables a la mujer o la niña embarazada, especialmente si el embarazo era consecuencia 

de una violación o incesto61. 

 12. Derecho a la educación 

40. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial expresó su preocupación 

por el hecho de que en las escuelas públicas no se enseñara en los idiomas de los grupos 

étnicos y etnorreligiosos minoritarios, por las denuncias de que se interponían obstáculos a 

la utilización de los idiomas de los grupos étnicos y etnorreligiosos minoritarios, y por las 

elevadas tasas de abandono escolar entre el alumnado perteneciente a dichos grupos, 

especialmente en el caso de las niñas62. El equipo de las Naciones Unidas en el país 

recomendó a la República Islámica del Irán que redoblara sus esfuerzos para mejorar la 

calidad de la educación, especialmente en las zonas rurales y desfavorecidas y también para 

las personas con discapacidad; que redujera las disparidades en el acceso y la calidad de la 

educación entre las zonas rurales y urbanas y entre los niños de familias con ingresos altos y 

bajos; y que mejorara y ampliara el acceso a la educación de los niños refugiados 

indocumentados con vistas a reducir el número de niños sin escolarizar63. 

 13. Derechos culturales 

41. La Relatora Especial sobre las medidas coercitivas unilaterales afirmó que las 

sanciones unilaterales habían impedido la aplicación de programas conjuntos de 

investigación e intercambio académicos, la contribución de académicos iraníes a revistas 

científicas extranjeras y el acceso a bases de datos académicas en línea, así como el pago de 

becas y tasas a estudiantes que cursaban estudios en el extranjero64. 

 14. Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

42. La Relatora Especial sobre las medidas coercitivas unilaterales afirmó que las 

sanciones unilaterales habían reducido la capacidad del Gobierno para mantener y mejorar 

infraestructuras esenciales y para emprender importantes proyectos de desarrollo con el fin 

de mejorar la vida de las personas, especialmente en zonas remotas y rurales65. 

43. El equipo de las Naciones Unidas en el país alentó a la República Islámica del Irán a 

que aumentara la participación de la comunidad y la sociedad civil en la planificación de la 
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adaptación al cambio climático y que mejorara también su preparación y respuesta ante los 

desastres naturales66. 

44. La Relatora Especial sobre las medidas coercitivas unilaterales hizo un llamamiento 

a todas las instituciones financieras y otras empresas para que actuaran de conformidad con 

los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos y evitaran el exceso de 

celo en el cumplimiento de las medidas coercitivas unilaterales y la violación de los derechos 

de los nacionales y residentes de la República Islámica del Irán, especialmente en los ámbitos 

de las infraestructuras críticas, las materias primas, las piezas de repuesto y los suministros 

de alimentos y medicamentos. En particular, recordó la necesidad de establecer procesos de 

diligencia debida en materia de derechos humanos para prevenir o mitigar las repercusiones 

negativas sobre los derechos humanos directamente relacionadas con sus operaciones, 

productos o servicios67. 

 B. Derechos de personas o grupos específicos 

 1. Mujeres 

45. La misión internacional independiente de investigación sobre la República Islámica 

del Irán llegó a la conclusión de que el país había cometido una serie de actos generalizados, 

sostenidos y continuados que individualmente suponían violaciones de los derechos humanos 

contra mujeres, niñas y personas que expresaban su apoyo a la igualdad de género y los 

derechos de las mujeres y las niñas y que, acumulados, constituían persecución de género en 

el contexto de las protestas y la represión asociada de los derechos fundamentales. Dicha 

persecución por motivos de género se había producido en el contexto de un sistema 

institucionalizado de discriminación y de elementos de segregación contra las mujeres y las 

niñas. Las mujeres y niñas iraníes se habían visto gravemente privadas de un amplio abanico 

de derechos fundamentales, como el derecho a la vida, el derecho a no sufrir tortura, a la 

libertad de expresión, a la libertad religiosa, a la vida pública, a la integridad y autonomía 

corporales, y al acceso a la educación y a la atención médica. Las autoridades habían aplicado 

leyes discriminatorias con medidas violentas, como homicidios, encarcelamientos, torturas, 

violaciones y otras formas de violencia sexual. Las mujeres y las niñas habían sufrido otras 

violaciones de derechos, debido a múltiples formas de discriminación por sus opiniones 

políticas o de otra índole, su origen étnico, su origen socioeconómico, su orientación sexual 

o su identidad de género68. 

46. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial señaló que estaba 

preocupado por que, debido a las disposiciones discriminatorias del marco legislativo 

nacional, como las normas obligatorias en materia de vestimenta, las mujeres pertenecientes 

a grupos étnicos y etnorreligiosos minoritarios eran marginadas y sometidas a formas 

múltiples e interseccionales de discriminación por motivos de origen étnico, religión, edad y 

género. La discriminación racial les impedía ejercer sus derechos humanos y acceder de 

forma igualitaria y no discriminatoria al empleo, la educación, la atención médica y la 

justicia, además de que eran objeto de violencia, sobre todo por parte de los agentes del 

orden69. 

47. El Comité de Derechos Humanos estaba muy preocupado por las informaciones 

relativas a un número considerable de “asesinatos por honor”, y expresó también suma 

preocupación por el proyecto de ley de apoyo a la familia mediante la promoción de la cultura 

de la castidad y el hiyab, que preveía severas penas para las mujeres y niñas que infringieran 

el código de vestimenta, incluidas penas de flagelación y penas de prisión de hasta 10 años; 

así como por el nuevo despliegue de la policía de la moral para vigilar el cumplimiento del 

código de vestimenta en público70. El Comité también seguía preocupado por la práctica de 

la mutilación genital femenina71. 

48. El equipo de las Naciones Unidas en el país señaló que el sistema de cuotas 

introducido en 2017, que asignaba el 30 % de los puestos directivos del sector público a 

mujeres y jóvenes y preveía el fomento de las capacidades de las mujeres directivas, había 

sido anulado en 2020 por considerarse que había discriminado a otros candidatos72. El Comité 

de Derechos Humanos indicó que estaba preocupado por la falta de representación y de 

participación de las mujeres en puestos de responsabilidad y de toma de decisiones en la vida 
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política y pública y en el sector privado73. En este sentido, recomendó a la República Islámica 

del Irán que redoblara sus esfuerzos para aumentar la representación de las mujeres en las 

esferas pública y política, incluidos todos los niveles de la administración, en particular en 

los puestos de toma de decisiones, y en el poder judicial y el sector privado74. 

 2. Niños 

49. El Comité de Derechos Humanos expresó su preocupación por los altos índices de 

trabajo infantil, en particular por el gran número de niños que recolectaban basura en 

Teherán, al tiempo que señaló que la Ley de Protección de los Niños y Adolescentes de 2020 

prohibía y tipificaba como delito algunas formas de trabajo y explotación infantiles75. 

50. El mismo Comité señaló que le preocupaba la práctica continuada de la flagelación y 

otros castigos corporales, y el acoso sexual de niños que habían sido privados de libertad por 

delitos de las categorías hudud y qisas, en particular en el contexto de las protestas de 202276. 

51. El Comité también expresó su preocupación por el inadecuado acceso a la justicia que 

tenían los menores de edad de quienes se alegaba que habían infringido las leyes penales, a 

los que se acusaba de haber infringido esas leyes o a los que se declaraba culpables de tal 

infracción, así como por la insuficiente observancia de sus derechos en los procedimientos 

penales, por ejemplo en lo que respecta a la baja edad mínima de responsabilidad penal (en 

torno a los 9 años para las niñas y a los 15 para los niños), la inexistencia de una duración 

máxima de la prisión preventiva, y la reclusión de niños junto con adultos, especialmente en 

localidades pequeñas77. 

 3. Personas de edad 

52. El equipo de las Naciones Unidas en el país recomendó a la República Islámica del 

Irán que desarrollara servicios de atención integrales, asequibles, formales e informales para 

las personas de edad, incluidas las personas con discapacidad, y que redujera los costos del 

envejecimiento impulsando la productividad y el envejecimiento activo78. 

 4. Personas con discapacidad 

53. El equipo de las Naciones Unidas en el país señaló que el estigma, la discriminación, 

un proceso de registro engorroso y a menudo largo y la falta de concienciación sobre sus 

derechos probablemente contribuían a la reticencia de algunas personas, sobre todo mujeres 

y niñas, a declarar su discapacidad79. Muchas personas con discapacidad tenían dificultades 

para acceder a servicios sanitarios asequibles e integrales, entre otras cosas debido a los 

elevados gastos directos relacionados con algunos servicios sanitarios especializados, la 

rehabilitación y los dispositivos de asistencia80. 

 5. Minorías 

54. El Secretario General señaló que las minorías étnicas y religiosas seguían sufriendo 

discriminación y marginación sistémica de hecho y de derecho. Al parecer, los miembros de 

minorías étnicas, en particular las minorías étnicas baluchi, kurda y árabe ahwazi, constituían 

la mayoría de los presos políticos y un porcentaje desproporcionado de las personas 

ejecutadas por cargos políticos y relacionados con la seguridad nacional81. La misión 

internacional independiente de investigación sobre la República Islámica del Irán afirmó que 

las minorías étnicas y religiosas estaban atrapadas en un ciclo perpetuo de violencia estatal 

en el que la discriminación estructural y arraigada, en primer lugar, facilitaba graves formas 

de violación de sus derechos y, en segundo lugar, obstaculizaba aún más cualquier forma de 

reparación y justicia82. La misión también constató que los métodos de tortura empleados 

durante los interrogatorios o como castigo por las protestas contra los detenidos 

pertenecientes a minorías étnicas o religiosas habían sido especialmente severos y brutales. 

Las mujeres de estas minorías sufrieron actos de violencia sexual y de género, como 

violaciones, y fueron humilladas por su identidad baluchi o kurda, o por ser suníes83. 

55. El Comité de Derechos Humanos seguía preocupado por las violaciones de derechos 

y la discriminación continuas y sistemáticas contra miembros de la minoría religiosa bahaí, 

y el Secretario General expresó preocupaciones similares84. 
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56. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial recomendó a la República 

Islámica del Irán que adoptara medidas específicas y eficaces para subsanar las desigualdades 

socioeconómicas estructurales entre las provincias habitadas principalmente por miembros 

de grupos étnicos y etnorreligiosos minoritarios y las demás provincias, en particular con 

miras a poner fin a la pobreza extrema, mejorar las infraestructuras y los servicios básicos, 

incluido el acceso a agua potable salubre y a saneamiento, y asegurar el acceso en igualdad 

de condiciones al empleo y a servicios sanitarios de alta calidad que respondieran a las 

cuestiones de género, entre otras cosas reduciendo la mortalidad de lactantes85. 

 6. Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

57. El Comité de Derechos Humanos recomendó a la República Islámica del Irán que 

derogara o modificara el Código Penal Islámico para que se dejaran de tipificar como delito 

las relaciones homosexuales consentidas entre adultos, en particular, garantizando que no se 

impusiera la pena de muerte por ese tipo de relaciones o por defender los derechos de las 

personas lesbianas, gais, bisexuales y transgénero; que velara por que todos los actos de 

violencia cometidos contra personas por razón de su orientación sexual o identidad de género, 

ya fuera real o percibida, y contra los defensores de los derechos humanos que actuaban en 

favor de las minorías sexuales o de género se investigaran de manera efectiva, por que sus 

autores fueran llevados ante la justicia y por que se proporcionara reparación a las víctimas; 

y que garantizara la puesta en libertad de todas las personas que estuvieran recluidas en 

prisiones u otros lugares de privación de libertad únicamente por su orientación sexual real o 

percibida o por sus relaciones sexuales consentidas86. 

 7. Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

58. El Comité de Derechos Humanos manifestó su preocupación por el internamiento de 

extranjeros indocumentados, detenidos mediante redadas, que podía dar lugar a expulsiones, 

también de niños, sin un proceso de examen87. 

59. El Secretario General señaló que desde noviembre de 2022, los refugiados afganos se 

enfrentaban cada vez más a la discriminación, la violencia y un acceso más limitado a los 

servicios económicos y sociales básicos, lo que afectaba negativamente a su disfrute de los 

derechos humanos, incluidos los derechos a la salud y la educación88. El Comité de Derechos 

Humanos expresó preocupación por la expulsión forzosa, desde agosto de 2021, de un gran 

número de afganos sin una evaluación individual previa de las necesidades de protección, así 

como por las operaciones de devolución sumaria caracterizadas por un uso excesivo de la 

fuerza89. 

 8. Apátridas 

60. El equipo de las Naciones Unidas en el país señaló que los hijos de mujeres iraníes 

casadas con migrantes indocumentados o refugiados seguían en riesgo de apatridia90. 
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